Expediente:              
19001-23-33-003-2013-00519-00


Actor:                        
AMPARO PLAZA MUÑOZ 

Demandado:             
COLPENSIONES  


Medio de control:     
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO


	Acción o medio de control: Nulidad y Restablecimiento del derecho

	Radicado: 19001233300320130051900


	Demandante: AMPARO PLAZA MUÑOZ

	Demandado: COLPENSIONES

	Fecha de la sentencia: octubre 23 de 2015

	Magistrado ponente: Carlos Hernando Jaramillo Delgado

	Descriptor 1: Régimen de transición pensional de los funcionarios y empleados de la Rama Judicial.


	Restrictor: Colisión de precedentes de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado. 
Corte Constitucional. Exige como condición que al 1 de abril de 1994 el exfuncionario de la Rama Judicial estuviera vinculado a la misma. 
Consejo de Estado. Sentencia de Unificación. No exige como condición sine qua non para la aplicación del Decreto 546 de 1971, que a 1º de abril de 1994 el ex funcionario de la Rama Judicial hubiera estado vinculado a la Rama Judicial, además, contabiliza, sin distinción de su anterioridad o posterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, la totalidad de los años de servicios prestados al Estado y en particular los más de 10 años prestados a la Rama Judicial. 

El Tribunal Administrativo del Cauca aplicó el precedente del Consejo de Estado por respeto a los principios pro homine y de favorabilidad.


	Descriptor 2: Principios de integralidad y favorabilidad al aplicar el régimen de transición. 


	Restrictor: El Tribunal se abstiene de conocer el asunto con base en la sentencia C- 258 de 2013, por no resultar aplicable al asunto ventilado ante esta jurisdicción, en virtud de la integralidad del régimen de transición que gobierna la situación del demandante.

Tiene en cuenta la integridad del régimen especial previsto en el Decreto 546 de 1971 para empleados de la Rama Judicial y el Ministerio Público, a efectos de liquidar su pensión de jubilación, concordado con el Decreto 717 de 1978. 
La liquidación de la pensión de jubilación de la actora debe efectuarse según lo dispuesto en el artículo 6 del Decreto 546 de 1971, el cual establece que el IBL deberá estar conformado por todos los factores salariales que integren la asignación más elevada que hubiera devengado el funcionario o empleado durante el último año de servicios.  

Por todo lo anterior, la respuesta al problema jurídico planteado es positiva, toda vez que resulta procedente la reliquidación de la pensión de jubilación con fundamento en el Régimen Pensional Especial de la Rama Judicial, contenido en el Decreto 546 de 1971, al amparo de la aplicación integral del régimen de transición pensional.



	Resumen del caso: El Tribunal analiza si el régimen aplicable a la situación jurídica de la señora Plaza Muñoz es el contenido en el Decreto 546 de 1971, por el cual se establece el régimen de seguridad y protección social de los funcionarios y empleados de la Rama Jurisdiccional y del Ministerio Público, concordado con el Decreto 717 de 1978, toda vez que cuenta con la totalidad del tiempo de servicios prestados al sector público, y la ampara además la especialidad de la norma y el principio de favorabilidad en materia laboral.  

	Problema jurídico: ¿La señora Amparo Plaza Muñoz, cumple con los requisitos para el reconocimiento de su pensión de jubilación de conformidad con el régimen de transición pensional de que trata el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, y en aplicación de las previsiones especiales del Régimen de la Rama Judicial contenidas en los Decretos 546 de 1971,  717 y 1660 de 1978?


	Observación del Despacho sobre la relevancia de la sentencia (el por qué de su novedad, su reiteración de posición, su cambio de postura jurisprudencial).
En esta providencia se aborda la colisión de los precedentes de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado, sobre la aplicación del régimen especial de pensiones de la Rama Judicial, en el aspecto de los sujetos que son beneficiarios. La Corte Constitucional sostiene que solo pueden ser beneficiarios de ese régimen, quienes a primero de abril de 1994, esto es, a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, hayan estado vinculados a la Rama Judicial. El Consejo de Estado, por su parte, no califica como condición sine qua non el haber estado vinculado a la Rama Judicial a la fecha de entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, para acceder al régimen pensional. El Tribunal Contencioso Administrativo del Cauca, acogió la posición del Consejo de Estado, en aplicación del principio pro homine y de favorabilidad laboral.



Visto todo lo anterior, esta Corporación se inclina por el precedente de unificación jurisprudencial proferido por el Consejo de Estado en torno a la aplicación del Decreto 546 de 1971 frente a los beneficiarios del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, según el cual no es conditio sine qua non para aplicar el régimen especial de la Rama Judicial el hecho de haber estado vinculado en la Rama Judicial o el Ministerio Público a 1º de abril de 1994.  

Esta postura garantiza en mayor medida el principio pro homine concretado en la realización del principio de progresividad y prohibición de regresividad de los derechos, el cual está amparado por el artículo 48 constitucional, los artículos 26 y 29 b) de la Convención Americana de Derechos Humanos, y la interpretación que sobre estos últimos hizo la Corte Interamericana en el caso cinco pensionistas vs. Perú. 

Sumado a lo anterior, no sobra destacar que el Consejo de Estado es el Órgano Supremo de cierre en materia de lo Contencioso Administrativo, y atender sus sentencias de unificación jurisprudencial es un deber legal de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 10 del CPACA. 

Y de otra parte, encuentra evidente la Sala que de la lectura del mismo artículo 6º del Decreto 546 de 1971, se puede entender que es por disposición misma del Decreto que resulta aplicable a las personas que con posterioridad a éste presten sus servicios a la Rama Judicial o al Ministerio Público
(…)

En armonía con lo antes expuesto, no existe discusión en que a la situación de la actora, en su calidad de beneficiaria del régimen de transición pensional, debe aplicarse en su integridad el régimen especial previsto en el Decreto 546 de 1971 para empleados de la Rama Judicial y el Ministerio Publico, a efectos de liquidar su pensión de jubilación.   

En este punto, la entidad demandada señaló, que los requisitos distintos a la edad, el tiempo de servicios y el monto de la pensión, se tendrían que regir por las disposiciones de la Ley 100 de 1993, lo que en otras palabras significaría que el Ingreso Base de Liquidación y los factores salariales que lo conforman, son los que contempla el Sistema General de Seguridad Social en Pensiones.   

Para esta Corporación, en la medida en que se encuentra demostrado que la demandante es beneficiaria del régimen de transición, se le debe garantizar la aplicación integral del régimen prestacional previsto para los empleados y funcionarios de la Rama Judicial y el Ministerio Público antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, esto es el establecido en el Decreto 546 de 1971, concordado con el Decreto 717 de 1978. 

Así las cosas, no pueden ser acogidos los argumentos de COLPENSIONES para aplicar la Ley 100 de 1993 respecto de la determinación del Ingreso Base de Liquidación, como tampoco para efectos de determinar los factores salariales que lo constituyen, puesto que, como se dijo antes, el régimen de transición que ampara a la pensionada garantiza la aplicación integral del Decreto 546 de 1971. 
De otra parte, es necesario dejar en claro que en la sentencia C-258 de 2013, la Corte Constitucional se pronunció sobre la exequibilidad del artículo 17 de la Ley 4 de 1992, que rige el régimen pensional de Congresistas y Magistrados de Altas Cortes.

(…)

Del amplio análisis abordado por el H. Consejo de Estado, la Sala resalta que sus consideraciones fueron efectuadas en el marco del Régimen de Transición contemplado a los funcionarios de la Rama Judicial, por lo que la sentencia es plenamente aplicable al sub lite. 

Entonces, a partir de los razonamientos precedentes, y enfatizando en el criterio orientador consignado en el precedente vertical emanado por el Órgano Vértice de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, en la resolución del caso concreto esta Corporación se abstendrá de resolver el asunto con base en la sentencia C- 258 de 2013, por no resultar aplicable al asunto ventilado ante esta jurisdicción, en virtud de la integralidad del régimen de transición que gobierna la situación del demandante.

No sobra resaltar que en virtud del principio de favorabilidad, entendido como el principio de conservación de la norma más favorable y la condición más beneficiosa en el ámbito laboral, que hace parte de los principios fundamentales del derecho del trabajo (art. 53 C.P.), se establece que una nueva norma de carácter laboral o pensional no puede disminuir las condiciones favorables existentes y concretadas al abrigo de un ordenamiento anterior, las que, en la medida en que benefician al trabajador, deben ser reconocidas y respetadas por las Leyes posteriores.
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL CAUCA

Popayán, veintitrés (23) de octubre de dos mil quince (2015)

Magistrado Ponente: 
CARLOS H. JARAMILLO DELGADO

Expediente:              
19001-23-33-003-2013-00519-00


Actor:                        
AMPARO PLAZA MUÑOZ 
Demandado:             
COLPENSIONES  


Medio de control:     
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

I. ANTECEDENTES 

1. La demanda 
La señora Amparo Plaza Muñoz identificada con C.C. No. 25.388.632 de Padilla- Cauca, a través de apoderado y en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, dirigido contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES “COLPENSIONES”, solicitó que se realice la siguiente declaración:

· La nulidad parcial de la Resolución No. 1520 del 20 de mayo de 2008, mediante la cual la demandada reconoció la pensión sin el reconocimiento del régimen especial de la Rama Judicial, y sin tener en cuenta la totalidad de los factores salariales demandados. 

· La nulidad de la Resolución No. 288 de 2010, por medio de la cual se resolvió el recurso de apelación interpuesto contra la Resolución No. 1520 del 20 de mayo de 2008.

· La Nulidad parcial de la Resolución No. 2928 de octubre 25 de 2011, emanada del Instituto de Seguros Sociales Seccional del Cauca, con la cual se re liquidó la pensión de jubilación de la actora, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 33 de 1985. 
Como consecuencia de la anterior declaración solicita la actora que disponga que la pensión de jubilación y por tanto su reliquidación por retiro definitivo, se deben reconocer, liquidar y pagar, según lo dispuesto en los Decretos 546 de 1971, 717 y 1660 de 1978, a partir del 04 de enero de 2010. 

Igualmente, que se ordenen los reajustes ordenados en la Ley 71 de 1988; que se dé cumplimiento a la sentencia dentro del término señalado en el artículo 192 inciso 1º del CPACA; que se reconozcan los intereses moratorios del artículo 193 inciso 3º del CPACA y se condene en costas a la entidad demandada.  

1.2. Los hechos
Que la señora AMPARO PLAZA MUÑOZ nació el 27 de junio de 1952, y por tanto a 1º de abril de 1994, tenía más de 35 años; de otro lado, que la actora cumplió los 50 años el 27 de junio de 2002.   
Que por los servicios que la actora prestó al Estado, inicialmente al Departamento del Cauca como Docente y luego en la Fiscalía General de la Nación, como Fiscal Delegada ante los Jueces Municipales y Promiscuos de la Dirección Seccional de Fiscalías de Popayán, el I.S.S. le concedió pensión de jubilación por medio de la Resolución 1520 del 20 de mayo de 2008.

Para que se le re liquidara correctamente la pensión, la demandante radicó el 09 de marzo de 2011 una petición en el ISS- Popayán, la cual fue resuelta mediante la Resolución No. 2928 del 25 de octubre de 2011, con este acto modificó la Resolución No. 1520 del 20 de mayo de 2008, y reconoció la pensión de jubilación con fundamento en las leyes 33 y 62 de 1985, negando la aplicación de los Decretos 546 de 1971, 717 y 1660 de 1978, y con la misma declaró agotada la vía gubernativa. 

Los servicios que prestó al Estado se discriminan así: como docente en el Departamento del Cauca: del 17 de septiembre de 1973 al 30 de agosto de 1976, y del 11 de junio de 1981 al 30 de mayo de 1994, para un total de quince (15) años, once (11) meses y 12 días; y en la RAMA JUDICIAL como Fiscal Delegada ante los Jueces Municipales y promiscuos de la Dirección Seccional de Fiscalías de Popayán, del 01 de junio de 1994 al 03 de enero de 2010, para un total de quince (15) años, seis (6) meses y tres (3) días.

Que para el 1º de abril de 1994 ya había laborado más de 15 años. 

1.3. Normas violadas y concepto de violación
1.3.1. La demandante citó como normas violadas:
Los artículos 2, 5, 11, 13, 16, 23, 29 y 53 de la C.P.; el artículo 6º del Decreto 546 de 1971; el artículo 12 del Decreto 717 de 1978; el artículo 4º del Decreto 911 de 1978; el artículo 1º de la Ley 33 de 1985; el inciso 2º de la Ley 100 de 1993; el inciso 2º del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, y el artículo 1º del Decreto 247  de 1997.  

1.3.2. El concepto de violación: 
La actora sostiene que se ha desconocido el derecho adquirido que ostenta para que su pensión sea liquidada conforme a los Decretos 546 de 1971, 717 y 1660 de 1978, por ser beneficiaria del Régimen de Transición contenido en el inciso 2º del artículo 36 de la Ley 100 de 1993. 

Manifiesta que la entidad demandada incurrió en una vía de hecho al considerar que como la demandante no estaba laborando con la Rama Judicial al entrar en vigencia la Ley 100 de 1993, no tiene derecho a la aplicación del Decreto 546 de 1971, contentivo del régimen especial de la Rama Judicial, puesto que viola directamente el artículo 6 del referido Decreto, según el cual, los 20 años de servicios que exige esta norma para el reconocimiento pensional, pueden ser continuos o discontinuos, anteriores o posteriores a la entrada en vigencia del mismo, de los cuales 10 debían ser prestados exclusivamente en la Rama Jurisdiccional.  

En concordancia, refirió la sentencia T- 631 de 2002, para destacar que el acto administrativo que resuelve sobre una solicitud de reconocimiento pensional  puede incurrir en una vía de hecho cuando no se da aplicación al régimen especial de la Rama Judicial y el Ministerio Público. 

De otra parte, señaló que la tasación del monto de la mesada pensional efectuada por la entidad demandada, vulneró el artículo 6º del Decreto 546 de 1971, toda vez que no incluyó la totalidad de los factores salariales devengados durante el último año de servicios.
Igualmente, cuestiona que la entidad demandada haya tenido en cuenta las doceavas partes (1/12) de la bonificación por servicios prestados y de los gastos de representación, y no el 100 % de los mismos, siendo que estos fueron devengados mensualmente en los años 2009 y 2010. 

Con fundamento en lo anterior, concluyó que no es aplicable a su caso el inciso 3º del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, sino el régimen pensional especial de la rama judicial, por lo que su pensión debe liquidarse con base en la asignación mensual más elevada del último año de labores, teniendo en cuenta todos los factores salariales devengados en ese período. 

2. La contestación de la demanda
COLPENSIONES sostiene que no procede la aplicación del Decreto 546 de 1971 al caso de la demandante, dado que ella se vinculó a la Fiscalía General de la Nación el 21 de junio de 1994, esto es, después de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 el 1º de abril de 1994, siendo solamente aplicable la Ley 33 de 1985 para aspectos como la edad, el tiempo de servicios, y el monto de la pensión, y para lo demás, las disposiciones de la Ley 100 de 1993.   

En segundo lugar, la demandada insiste en la inaplicación del Decreto 546 de 1971, destacando que a 1º de abril de 1994, fecha de entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, la señora AMPARO PLAZA MUÑOZ no había cotizado ni una sola semana por cuenta de la Rama Judicial, por lo que no puede ser considerada beneficiaria de dicho régimen.  

De otra parte, arguye que es imposible reconocer una pensión de vejez sobre la base de factores salariales respecto de los cuales no se han efectuado las cotizaciones correspondientes, en atención al Acto Legislativo No. 01 de 2005, que es plenamente aplicable a la liquidación pensional de la demandante, pues ella adquirió su derecho pensional con posterioridad su expedición. 
Propuso las siguientes excepciones:

· Inexistencia de la obligación en cuanto a la aplicación del Decreto 546 de 1971 y 717 de 1978 al caso concreto de la señora Amparo Plaza Muñoz.
· Inexistencia de la obligación de reconocer mayores valores a los tenidos en cuenta para liquidar la pensión de vejez de la señora Amparo Plaza Muñoz.

· Imposibilidad del reconocimiento de una pensión de vejez teniendo en cuenta mayores valores a los realmente reportados como ingreso base de cotización, como efecto de la aplicación inmediata del Acto Legislativo 01 del 22 de julio de 2005.  

3. Recuento procesal
La demanda fue presentada el 23 de octubre de 2013 (folio 47); se inadmitió para que fueran corregidos los defectos formales de la demanda (folios 50 a 53); dado que la demanda fue subsanada, la misma fue admitida mediante auto de fecha 19 de septiembre de 2014 (folios 74 y 75), y notificada en debida forma (folios 76 a 89).  

3.1. La audiencia inicial (folios 125 a 132 del C. Ppal.1)
El 02 de septiembre de 2015, se llevó a cabo la audiencia inicial. En la etapa de saneamiento, se resolvió incluir como actos demandados la Resolución No. 1520 del 20 de mayo de 2008, mediante la cual la entidad demandada reconoció la pensión sin el reconocimiento del régimen pensional especial de la Rama Judicial, y sin tener en cuenta la totalidad de los factores salariales demandados; y en segundo lugar, la Resolución No. 288 de 2010, por medio de la cual se resolvió el recurso de apelación interpuesto contra la Resolución No. 1520 de 2008.

Dentro de la misma audiencia, no se resolvieron excepciones previas; se fijó el litigio en el sentido de la verificación de los requisitos para el reconocimiento de la pensión de jubilación a favor de la actora, de conformidad con el Régimen Pensional Especial de la Rama Judicial; se declaró fracasada la etapa conciliatoria; no hubo medidas cautelares que resolver; en la etapa de pruebas, se recondujo una prueba solicitada por la demandada, y se ofició a la Fiscalía General de la Nación para que con destino a este proceso, se allegara la relación completa del constitutivo del ingreso base de salario reportado ante el ISS, para efectos de la liquidación de los aportes al sistema de seguridad social de la ex empleada AMPARO PLAZA MUÑOZ.

3.2. La audiencia de pruebas (folios 135 a 137 del C. Ppal. 1)
El 28 de septiembre de 2015, se llevó a cabo la audiencia de pruebas, en la cual se recaudó satisfactoriamente la prueba decretada. En la misma audiencia, se dispuso que de conformidad con la parte final del artículo 181 del CPACA, el Despacho consideró innecesaria la realización de la audiencia de alegaciones y juzgamiento, entre otras cosas, debido a la complejidad del asunto que se va a resolver, por lo que se ordenó la presentación por escrito de los alegatos de conclusión, dentro de los diez días siguientes a la fecha de la audiencia. Igualmente se anotó que se dictaría sentencia dentro de los 20 días siguientes al vencimiento del término anterior, y se invitó al Ministerio Público para que emitiera su concepto. 
3.3. Alegatos de conclusión

3.3.1. Parte demandante

Mediante memorial fechado a 02 de octubre de 2015, la apoderada de la parte demandante se ratificó en los argumentos de la demanda (folio 140 del C. Ppal.). 

3.3.2. Parte demandada

Arguyó que no es aplicable el Decreto 546 de 1971, puesto que la demandante no estaba vinculada en la Rama Judicial a 1º de abril de 1994. Seguido anotó que el ingreso base de liquidación se debe calcular según inciso 2º y 3º del artículo 36 de la Ley 100 de 1993.    

I. CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL

1. La competencia

Por la naturaleza del proceso, de acuerdo al artículo 152 numeral 3 de la Ley 1437 de 2013, el Tribunal es competente para conocer del presente asunto en primera instancia.
2. La caducidad

El presente asunto versa sobre la reliquidación pensional reclamada por la demandante, la cual por tratarse de prestaciones periódicas, de conformidad con el literal c) del numeral primero del artículo 164 del CPACA, no está sujeta a término de caducidad.
3. Problema jurídico
Tal y como se señaló en la etapa de fijación del litigio, el problema jurídico se centra en definir si la señora Amparo Plaza Muñoz, cumple con los requisitos para el reconocimiento de su pensión de jubilación de conformidad con el régimen de transición pensional de que trata el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, y en aplicación de las previsiones especiales del Régimen de la Rama Judicial contenidas en los Decretos 546 de 1971,  717 y 1660 de 1978. 

4. Hechos probados 

Que la señora AMPARO PLAZA MUÑOZ nació el 27 de junio de 1952, según copia del Registro Civil de Nacimiento que obra a folio 30 del C. Ppal.

Los servicios que prestó al Estado se discriminan así: 

· Como docente en el Departamento del Cauca: del 17 de septiembre de 1973 al 30 de agosto de 1976, y del 11 de junio de 1981 al 30 de mayo de 1994, para un total de quince (15) años, once (11) meses y 04 días, según consta a folio 20 del C. Ppal. 

· Y en la RAMA JUDICIAL como Fiscal Delegada ante los Jueces Municipales y promiscuos de la Dirección Seccional de Fiscalías de Popayán, del 01 de junio de 1994 al 03 de enero de 2010, para un total de quince (15) años, seis (6) meses y tres (3) días, según consta a folio 22 del C. Ppal. 

Por los servicios prestados por la actora al Estado, el I.S.S. le reconoció la pensión de jubilación por aportes, de que trata la Ley 71 de 1988 y su Decreto 2709 de 1994, por medio de la Resolución 1520 del 20 de mayo de 2008 (folios 15 a 16 del C. Ppal.), contra la cual procedían los recursos de reposición y apelación.
Frente a la anterior determinación, en la fecha 18 de junio de 2008, la actora interpuso el recurso de apelación, el cual fue resuelto desfavorablemente a través de la Resolución No. 288 del 24 de mayo de 2010, que confirmó en todas sus partes la Resolución No. 1520 del 20 de mayo de 2008, según se observa al interior del expediente administrativo que obra en medio magnético dentro del proceso.  
Que posteriormente, el 09 de marzo de 2011, la demandante radicó una petición de reliquidación pensional ante el ISS- Popayán, solicitando la aplicación del Decreto 546 de 1971 a su caso concreto (folios 17 a 19 del C. Ppal.), la cual fue resuelta desfavorablemente mediante Resolución No. 2928 del 25 de octubre de 2011 (folios 12 a 14 del C. Ppal.). 

Con esta última Resolución, se modificó la Resolución No. 1520 del 20 de mayo de 2008, para reconocer la pensión de jubilación con fundamento en las leyes 33 y 62 de 1985, teniéndole en cuenta el promedio de lo devengado durante el último año de servicios, pero negando la aplicación de los Decretos 546 de 1971, 717 y 1660 de 1978. En este acto la Entidad Pensional declaró agotada la vía gubernativa (folios 12 a 14 del C. Ppal.). 
Que mediante la Resolución No. 2-2810 del 04 de noviembre de 2009, emitida por la Fiscalía General de la Nación, se aceptó la renuncia irrevocable presentada por la Sra. Plaza Muñoz, a partir del 04 de enero de 2010 (folio 25 del C. Ppal.).  
Finalmente, a folios 26 y 27 del Cuaderno Principal, reposan los certificados de los salarios y factores salariales devengados por la demandante durante el último año de servicios, esto es del 04 de enero de 2010 al 04 de enero de 2009. 
5. Cuestión previa

Esta Sala de decisión conoce que en virtud de los pronunciamientos efectuados por la Corte Constitucional en las sentencias T-353 de 2012, T-080 de 2013, T-237 del 30 de abril de 2015 y T-482 de agosto de 2015, entre otras, y de las consideraciones contenidas en la sentencia del 12 de abril de 2012, proferida por la Sección Segunda del Consejo de Estado dentro del expediente con radicado interno No. 1977-10, siendo C.P. el Dr. Gerardo Arenas Monsalve, se ha suscitado el entendimiento o modo interpretativo de que para ser beneficiario del régimen especial de la Rama Judicial, contenido en el Decreto 546 de 1971, se debía estar vinculado a ella para el 1º de abril de 1994. 
De los anteriores fallos se destacan especialmente las consideraciones efectuadas por la Corte Constitucional en la sentencia T-080 de 2013, en donde se hizo un recuento de los cambios suscitados en torno a la aplicación de los regímenes  pensionales anteriores a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, así:

“Ahora bien, con respecto a la frase “en el régimen anterior al cual se encuentren afiliados” del inciso segundo del artículo 36 de la Ley 100, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha adoptado distintas interpretaciones. En un principio, el Alto Tribunal, en la Sentencia C-596 de 1997, señaló de forma categórica que en virtud de este aparte del precepto, para ser beneficiario de un régimen especial en razón del régimen de transición, resultaba necesario estar afiliado al mismo al momento de entrar en vigencia de Ley 100 de 1993, es decir, al 1° de abril de 1994.
 
En dicha providencia, la Corporación estudió la constitucionalidad del inciso 2 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, específicamente la expresión “al cual se encuentren afiliados”. Los accionantes consideraban que la expresión era violatoria del principio de favorabilidad y establecía una discriminación entre quienes al momento de entrar en vigencia el nuevo Sistema de Seguridad Social Integral, a pesar de cumplir los requisitos para beneficiarse del régimen de transición, no se encontraran en ningún régimen especial o lo estaban en uno menos beneficioso. La Corte, por su parte, consideró que era razonable exigir que quien reclama los beneficios de un régimen especial en virtud del régimen de transición, se encontraran afiliados a él al momento de transito legislativo. Sus principales razones fueron las siguientes

 
En primer lugar, la Corporación adujo que en consideración a que la Ley 100 de 1993 busca proteger una expectativa a ser pensionado bajo las reglas del régimen al cual se encontraba inscrito el trabajador, resulta necesario que efectivamente el beneficiado estuviera en el régimen cuya aplicación reclama al momento de entrar a regir la Ley 100, de lo contrario, no existía ninguna expectativa que proteger. La Corporación señaló:

 

“(…) quienes a la fecha de entrada en vigencia de la ley se encontraban trabajando y adscritos a un determinado régimen pensional, no tenían propiamente un derecho adquirido a pensionarse según los requisitos establecidos por ese régimen; tan solo tenían una expectativa de derecho frente a tales condiciones o exigencias. No obstante, la nueva ley de seguridad social les concedió el beneficio antes explicado, consistente en la posibilidad de obtener la pensión según tales requisitos. Obviamente, la Ley 100, justamente en la expresión demandada, exigió que los acreedores a tal beneficio estuvieran afiliados a algún régimen pensional.
 
Luego, por elementales razones de lógica jurídica, era necesario establecer el condicionamiento de estar afiliado a algún régimen pensional para efectos de ser acreedor al beneficio derivado del régimen de transición, consistente en poder pensionarse de conformidad con los requisitos y condiciones previstos para el régimen anterior.” (Subrayado en el texto original).

 

En segundo lugar, señaló que el principio de favorabilidad se aplica cuando efectivamente se tiene expectativa frente a un derecho. Señaló expresamente la Corporación:

 
“El principio de favorabilidad supone que existen dos normas jurídicas que regulan una misma situación de hecho, y que una de ellas es más favorable que la otra. Pero ambas normas deben estar vigentes en el momento en que el juez que analiza el caso particular va a decidir cual es la pertinente. La violación del principio de favorabilidad laboral que se plantea en la demanda, se estructura por la comparación entre el nuevo régimen y el régimen derogado, por lo cual carece de fundamento, ya que no estando de por medio derechos adquiridos, al legislador le es permitido definir libremente los requisitos para acceder a un derecho-prestación de contenido económico-social, tal cual es el derecho a la pensión de jubilación”.
 

Posteriormente, este Alto Tribunal adoptó la tesis contraria y señaló que para ser beneficiario de un régimen especial en virtud del régimen de transición, no resultaba necesario estar inscrito en él al 1° de abril de 1994. Por ejemplo, la Corte, en la Sentencia T-483 de 2009[6], consideró que se presentaba una vía de hecho por parte de Cajanal al exigir a un ex Magistrado haber estado vinculado al régimen especial cuya aplicación exigía, al momento de entrar en vigencia la Ley 100. Sobre el particular, dijo expresamente:

 

“En el caso concreto, al momento de entrar en vigencia el decreto 1293 de 1994 (24 de junio de 1994), el peticionario contaba con 42 años de edad y 19 años, 4 meses y 11 días laborados, tal y como el mismo Cajanal admite en el texto de su resolución núm. 37419 del 6 de agosto de 2008. La vía de hecho se configura porque Cajanal considera que el peticionario debía contar con 20 años de servicios continuos a 20 de junio de 1994, cuando lo cierto que el artículo 2º del decreto 1293 de 1994 prescribe que para ser beneficiario del régimen pensional especial de los congresistas se precisa que a 1º de abril de 1994 la persona contase con 40 años de edad si son hombres, o treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres, y ‘Haber cotizado o prestado servicios durante quince (15) años o más.’ Aunado a lo anterior, es preciso tener en cuenta que el mencionado decreto opera un reenvío hacia el decreto 1359 de 1993, en lo que atañe a la forma de liquidar la pensión. En este orden de ideas, es evidente que Cajanal incurrió en una vía de hecho administrativa, por cuanto inaplicó las normas legales pertinentes al momento de reconocer y liquidar una pensión de vejez.”
 

Esta posición fue reiterada en las sentencias T-631 de 2002[7] y T-771 de 2010[8], entre otras.

 

Sin embargo, en la reciente Sentencia T-353 de 2012[9], la Sala Séptima de Revisión propuso a la Sala Plena hacer un cambio en esta posición y retornar a la tesis original de la sentencia C-596 de 1997, por considerar que la tesis de la sentencia T-483 de 2009 constituye una desnaturalización del régimen de transición.”
En la sentencia T-353 de 2012, la Corte Constitucional expuso lo siguiente:

“Esta Sala no comparte que en casos como el estudiado en esta ocasión, se aplique el régimen de pensiones de la Rama Judicial y del Ministerio Público a aquellas personas que a 01 de abril de 1994 no se encontraban vinculados a alguna de las dos dependencias, pues de lo contrario se desnaturaliza el régimen de transición.
 
De hecho, el propósito del legislador al establecer el régimen de transición fue garantizar el respeto por las expectativas que algunas personas tenían con relación a la adquisición de un status pensional al cotizar en un sistema o régimen distinto a los que se crearían con la Ley 100 de 1993[10].En efecto, el inciso segundo del artículo 36 de la referida ley, establece que: la edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el número de semanas cotizadas, y el monto de la pensión de vejez de las personas que al momento de entrar en vigencia el Sistema tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, o quince (15) o más años de servicios cotizados, será la establecida en el régimen anterior al cual se encuentren afiliados.
 
Así, el régimen de transición conservó las antiguas disposiciones legales bajo las cuales las personas venían haciendo sus aportes a la seguridad social y exigió el cumplimiento de ciertas condiciones. De modo que las personas que a 01 de abril de 1994 tuvieran 35 años o más, si son mujeres, y 40 años o más, si son hombres, mantendrán la edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el número de semanas cotizadas, y el monto de la pensión de vejez del régimen anterior al que se encontraban afiliados.
 
Ahora bien, cuando se dice ‘el régimen anterior al que se encontraban afiliados’ ¿A qué se hace referencia? Para la Sala, la respuesta lógica y razonable es que se hace alusión al régimen al que se encontraban afiliados con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993.
 
De lo anterior se desprende otro interrogante: Si los beneficios que confiere el régimen de transición se traducen en la preservación de los factores pensionales con base en los cuales las personas tenían la expectativa de pensionarse antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 ¿Es admisible que las personas que a 01 de abril de 1994 no tuvieran la expectativa de pensionarse con tales factores pensionales, posteriormente pretendan adquirir su pensión con base en los mismos? Para la Sala la respuesta no puede ser afirmativa, ya que no se aplicaría el régimen en el que cotizaban las personas antes de la entrada en vigencia de la Ley 100, sino que debido a una favorabilidad indiscriminada se aplicaría un régimen al que las personas ni siquiera aspiraban a 01 de abril de 1994”.
De acuerdo con lo anterior, es evidente que no ha sido pacífica la interpretación de la frase “en el régimen anterior al cual se encuentren afiliados”  del inciso segundo del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, adoptándose así distintas interpretaciones dentro de la jurisprudencia de la Corte Constitucional. 
En cuanto a la Jurisprudencia del Consejo de Estado, de la sentencia del 12 de abril de 2012, proferida por la Sección Segunda del Consejo de Estado dentro del expediente con radicado interno No. 1977-10, siendo C.P. el Dr. Gerardo Arenas Monsalve, ya referida al comienzo, se puede extraer lo siguiente: 

“Se tiene entonces, que tal y como se evidencia en el acervo probatorio allegado al expediente que al momento de entrar en vigencia la Ley 100 de 1993, el señor Robles Carrillo no era beneficiario del régimen especial previsto en el Decreto 546 de 1971 para los servidores de la Rama Judicial, pues a pesar de que laboró en ella durante un mes en el año 1971, no se encontraba para el 1 de abril de 1994 vinculado a la Rama Judicial y por ende no contaba con un derecho adquirido o una expectativa razonable para que se reconociera su derecho pensional de vejez de conformidad con lo previsto en el artículo 10 del mencionado Decreto.

Corolario de lo expuesto, esta Sala procederá a confirmar la decisión del Tribunal Administrativo de Bolívar en la sentencia apelada en cuanto negó las pretensiones del demandante encaminadas a obtener la nulidad del acto ficto.”   

No obstante lo anterior, en la sentencia de unificación jurisprudencial proferida por el Consejo de Estado el 12 de septiembre de 2014, dentro del expediente con radicado interno No. 1434-14, siendo Consejero ponente el Dr. GUSTAVO EDUARDO GOMEZ ARANGUREN (E), se dio aplicación al Decreto 546 de 1971 a una ex funcionaria de la Rama Judicial que no estaba vinculada a ésta en la fecha 1º de abril de 1994, pues había laborado “en la Universidad del Cauca del 4 de mayo de 1982 al 18 de abril de 1995”, es decir, que la regla interpretativa esbozada en el fallo del 12 de abril de 2012, no fue reiterada en la sentencia de unificación.  

En la anterior providencia, se dispuso lo siguiente: 

“De conformidad con el recaudo probatorio obrante en el proceso, se evidencia que la actora desempeñó labores al servicio de la Rama Judicial en el cargo de Juez Adjunto de los Juzgados Penales Municipales de Popayán desde el 6 de febrero de 1981 hasta el 11 de abril de 1982 (fl. 18); en la Universidad del Cauca del 4 de mayo de 1982 al 18 de abril de 1995 (fl. 62); en el Consejo de Estado en calidad de Magistrada Auxiliar desde el 2 de septiembre de 2002 hasta el 31 de enero de 2006 y del 16 de mayo de 2006 hasta el 10 de enero de 2008 (fl. 52); como Procuradora Primera Judicial II Administrativo de Bogotá entre el 11 de enero de 2008 y el 17 de enero de 2008 (fl. 53); nuevamente como Magistrada Auxiliar del Consejo de Estado desde el 18 de enero de 2008 hasta el 12 de mayo de 2010 (fl. 52); y, el último cargo que desempeñó fue en calidad de Consejera de Estado entre el 13 de mayo de 2010 y el 31 de octubre de 2011 (fl. 52). 

Nació el 12 de abril de 1957 (fl. 4). 

(…) 

De las anteriores probanzas la Sala infiere, que la demandante desempeñó sus labores al servicio del Estado por más de 20 años, ocupando como último cargo el de Magistrada de Alta Corte, entre el 13 de mayo de 2010 y el 31 de octubre de 2011, habiendo completado para esta última fecha, un tiempo total como servidora judicial, de 10 años y 3 meses.

Además, con ocasión de su nacimiento el 12 de abril de 1957, se tiene que para el 1° de abril de 1994, fecha en la que entró en vigor la Ley 100 de 1993, afirmó su status de transición, al haber cumplido más de 35 años de edad; situación, que la habilita como destinataria del Decreto 546 de 1971, que en el artículo 6° exige para el reconocimiento de la pensión, el cumplimiento de 50 años de edad y de 20 años de servicio continuo o discontinuo, de los cuales por lo menos 10 años lo hayan sido exclusivamente al servicio de la Rama Jurisdiccional o al Ministerio Público o en ambas actividades.  Y está comprobado, que laboró más de 20 años, de los cuales fungió 10 años al servicio de la Rama Judicial y a la fecha de presentación de la demanda superó los 50 años de edad.”
Lo que se traduce en que la actora, al amparo del régimen de transición determinado por el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, es destinataria del régimen especial que para los funcionarios de la Rama Judicial contempla el Decreto 546 de 1971 y, cumple con los presupuestos establecidos por su artículo 6°, para predicar que le asiste el derecho al reconocimiento de la pensión en el equivalente al 75% de la asignación mensual más elevada que hubiera devengado en el último año de servicio en su calidad de Magistrada de una Alta Corporación de Justicia, efectiva desde el día siguiente al retiro, es decir, desde el 1° de noviembre de 2011, con la inclusión de los factores denominados sueldo, gastos de representación, prima especial de servicios y prima de navidad, debiendo la demandada realizar las deducciones correspondientes frente a los aportes no efectuados, tal como el a quo lo determinó.”

Conforme lo expuesto, se puede extraer que en el asunto de unificación jurisprudencial estudiado, dentro del cual la actora era beneficiaria del régimen de transición pensional previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, por cumplir con el requisito de la edad, el Consejo de Estado no exigió como condición sine qua non para la aplicación del Decreto 546 de 1971, que a 1º de abril de 1994 la ex funcionaria de la Rama Judicial hubiera estado vinculada a la Rama Judicial, además, contabilizó, sin distinción de su anterioridad o posterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, la totalidad de los años de servicios prestados al Estado y en particular los más de 10 años prestados a la Rama Judicial. 

Así las cosas, la Sala colige de manera ineluctable que existe una disparidad entre los criterios interpretativos de la Corte Constitucional y el Consejo de Estado, respecto de la aplicación del Decreto 546 de 1971 a los beneficiarios del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, siendo ambos precedentes jurisprudenciales.

En este punto es preciso aclarar que a pesar de que los pronunciamientos de la Corte se han efectuado en sentencias de revisión de tutela, cuyos efectos son prima facie inter partes,
 de acuerdo con las sentencias C- 831 de 2001 y SU 918/13, la Corte Constitucional puede fijar precedentes constitucionales a través de la ratio decidendi de sus sentencias de control de constitucionalidad o de revisión de tutela, como en el tema que nos ocupa.      

Pues bien, ante dos interpretaciones posibles de las disposiciones normativas en cita, el Juez debe preferir la que más favorezca la dignidad del hombre y sus derechos, conforme lo estableció la Corte Constitucional en la sentencia C-438 de 2013, en donde manifestó:  

“El Estado colombiano, a través de los jueces y demás asociados, por estar fundado en el respeto de la dignidad humana (artículo 1º de la Constitución) y tener como fines garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes (artículo 2º), tiene la obligación de preferir, cuando existan dos interpretaciones posibles de una disposición, la que más favorezca la dignidad humana. Esta obligación se ha denominado por la doctrina y la jurisprudencia “principio de interpretación pro homine” o “pro persona”. A este principio se ha referido esta Corporación en los siguientes términos: “El principio de interpretación <pro homine>, impone aquella interpretación de las normas jurídicas que sea más favorable al hombre y sus derechos, esto es, la prevalencia de aquella interpretación que propenda por el respeto de la dignidad humana y consecuentemente por la protección, garantía y promoción de los derechos humanos y de los derechos fundamentales consagrados a nivel constitucional”. Éste es entonces un criterio de interpretación que se fundamenta en las obligaciones contenidas en los artículos 1° y 2º de la Constitución antes citados y en el artículo 93, según el cual los derechos y deberes contenidos en la Constitución se deben interpretar de conformidad con los tratados sobre derechos humanos ratificados por Colombia. En lo que tiene que ver con los derechos, los mencionados criterios hermenéuticos se estipulan en el artículo 5° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 29  de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Adicionalmente, se debe afirmar que estos criterios configuran parámetro de constitucionalidad, pues impiden que de una norma se desprendan interpretaciones restrictivas de los derechos fundamentales. El principio pro persona, impone que “sin excepción, entre dos o más posibles análisis de una situación, se prefiera [aquella] que resulte más garantista o que permita la aplicación de forma más amplia del derecho fundamental”. (Resalta la Sala).

En la misma línea, debe precisar la Sala que el Estado colombiano suscribió la Convención Interamericana de Derechos Humanos, aprobada mediante Ley interna No. 16 de 1972 y ratificada el 31 de julio de 1973, cuyos derechos y postulados han sido incorporados a nuestro Derecho interno por el art. 93 de la Constitución Política, y de donde se extrae la prohibición de regresividad en materia de derechos laborales. 

La Convención Americana de Derechos Humanos, en su artículo 29 literal b) consagra lo siguiente:

“Artículo 29.  Normas de Interpretación
Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de:

(…)

b) Limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados;”

La Corte Interamericana de Derechos Humanos insistió en la aplicación de este principio convencional en el caso cinco pensionistas vs. Perú, en donde “la administración cambió, sin agotar un procedimiento adecuado, los términos de su interpretación de las normas que regulaban la pensión de (…) cinco presuntas víctimas”, por lo que resaltó que había que “tener presente lo señalado en el artículo 29.b) de la Convención Americana en el sentido de que ninguna disposición de ésta puede ser interpretada para limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados partes…”. 
En el plano del Derecho interno, el principio de progresividad de los derechos sociales, económicos y culturales (DESC) y la prohibición concomitante de la regresividad de éstos derechos se encuentra consagrado en el artículo 48 de la C.P que establece que, “El Estado, con la participación de los particulares, ampliará progresivamente la cobertura de la seguridad social…”.

Visto todo lo anterior, esta Corporación se inclina por el precedente de unificación jurisprudencial proferido por el Consejo de Estado en torno a la aplicación del Decreto 546 de 1971 frente a los beneficiarios del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, según el cual no es conditio sine qua non para aplicar el régimen especial de la Rama Judicial el hecho de haber estado vinculado en la Rama Judicial o el Ministerio Público a 1º de abril de 1994.  

Esta postura garantiza en mayor medida el principio pro homine concretado en la realización del principio de progresividad y prohibición de regresividad de los derechos, el cual está amparado por el artículo 48 constitucional, los artículos 26 y 29 b) de la Convención Americana de Derechos Humanos, y la interpretación que sobre estos últimos hizo la Corte Interamericana en el caso cinco pensionistas vs. Perú. 

Sumado a lo anterior, no sobra destacar que el Consejo de Estado es el Órgano Supremo de cierre en materia de lo Contencioso Administrativo, y atender sus sentencias de unificación jurisprudencial es un deber legal de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 10 del CPACA. 
Y de otra parte, encuentra evidente la Sala que de la lectura del mismo artículo 6º del Decreto 546 de 1971, se puede entender que es por disposición misma del Decreto que resulta aplicable a las personas que con posterioridad a éste presten sus servicios a la Rama Judicial o al Ministerio Público. En efecto, la norma dispone lo siguiente:  
“ARTÍCULO 6o. Los funcionarios y empleados a que se refiere este Decreto, tendrán derecho al llegar a los 55 años de edad, si son hombres y de 50, si son mujeres, y cumplir 20 años de servicio continuos o discontinuos, anteriores o posteriores a la vigencia de este Decreto, de los cuales por lo menos 10 lo hayan sido exclusivamente a la Rama Jurisdiccional o al Ministerio Público, o a ambas actividades, a una pensión ordinaria vitalicia de jubilación equivalente al 75% de la asignación mensual más elevada que hubiere devengado en el último año de servicio en las actividades citadas.”

Como conclusión, se tiene que resulta aplicable el Decreto 546 de 1971 frente a los beneficiarios del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, sin que sea conditio sine qua non para aplicar el régimen especial de la Rama Judicial, el haber estado vinculado en la Rama Judicial o el Ministerio Público a 1º de abril de 1994.   

6. Caso concreto

6.1. La normatividad aplicable al asunto de la señora Amparo Plaza Muñoz se encuentra contenida en los Decretos 546 de 1971 y 717 de 1978.

De acuerdo con los hechos probados, se tiene que a 01 de abril de 1994, fecha en que entró a regir el sistema de seguridad social para los servidores públicos según lo previsto en el artículo 151 de la Ley 100 de 1993, la señora Amparo Plaza Muñoz contaba con más de treinta y cinco (35) años de edad – la demandante nació el 27 de junio de 1952, según copia del Registro Civil de Nacimiento que obra a folio 30 del C. Ppal.-, situación que la hace beneficiaria del régimen de transición pensional previsto en el artículo 36 de la ley en comento, tal y como lo ha reconocido la misma entidad demandada, tanto en los actos demandados como en la contestación de la demanda, pues este ampara a las personas que al momento de su entrada en vigencia, contaban con treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, o quince años de servicios cotizados.    

Pues bien, en cuanto a la normatividad anterior a la Ley 100 de 1993, aplicable al asunto de la demandante, COLPENSIONES sostiene que no procede la aplicación del Decreto 546 de 1971 al caso de la demandante, dado que ella se vinculó a la Fiscalía General de la Nación el 21 de junio de 1994, esto es, después de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 el 1º de abril de 1994, siendo solamente aplicable la Ley 33 de 1985 para aspectos como la edad, el tiempo de servicios, y el monto de la pensión, y para lo demás, las disposiciones de la Ley 100 de 1993.   

Contrario a lo anterior, esta Sala destaca nuevamente que de acuerdo con el Decreto 546 de 1971 y la sentencia de unificación jurisprudencial del Consejo de Estado de fecha 12 de septiembre de 2014, proferida dentro del expediente con radicado interno No. 1434-14, siendo Consejero ponente el Dr. GUSTAVO EDUARDO GOMEZ ARANGUREN (E), no es condición sine qua non haber estado vinculado a la Rama Judicial o al Ministerio Público para la fecha 01 de abril de 1994, para aplicar el Régimen Pensional Especial de este sector laboral.  

El Decreto 546 de 1.971, dispone:

“ARTÍCULO 6o. Los funcionarios y empleados a que se refiere este Decreto, tendrán derecho al llegar a los 55 años de edad, si son hombres y de 50, si son mujeres, y cumplir 20 años de servicio continuos o discontinuos, anteriores o posteriores a la vigencia de este Decreto, de los cuales por lo menos 10 lo hayan sido exclusivamente a la Rama Jurisdiccional o al Ministerio Público, o a ambas actividades, a una pensión ordinaria vitalicia de jubilación equivalente al 75% de la asignación mensual más elevada que hubiere devengado en el último año de servicio en las actividades citadas.”

Ahora bien, la Sala encuentra que la señora Amparo Plaza Muñoz prestó por más de 25 años sus servicios el Estado, así:

· Como docente en el Departamento del Cauca: del 17 de septiembre de 1973 al 30 de agosto de 1976, y del 11 de junio de 1981 al 30 de mayo de 1994, para un total de quince (15) años, once (11) meses y 04 días, según consta a folio 20 del C. Ppal. 

· Y en la RAMA JUDICIAL como Fiscal Delegada ante los Jueces Municipales y promiscuos de la Dirección Seccional de Fiscalías de Popayán, del 01 de junio de 1994 al 03 de enero de 2010, para un total de quince (15) años, seis (6) meses y tres (3) días, según consta a folio 22 del C. Ppal. 

Y en efecto, se puede observar que de los más de 25 años de servicio al Estado, 15 años de servicios fueron prestados a la Fiscalía General de la Nación. 

En cuanto al requisito de la edad, se tiene que la señora Amparo Plaza Muñoz cumplió los 50 años el 27 de junio de 2002, por lo que al momento de elevar la solicitud de reliquidación pensional el 09 de marzo de 2011, ya cumplía satisfactoriamente con esta exigencia.  

Así las cosas, el régimen aplicable a la situación jurídica de la señora Plaza Muñoz es el contenido en el Decreto 546 de 1971, por el cual se establece el régimen de seguridad y protección social de los funcionarios y empleados de la Rama Jurisdiccional y del Ministerio Público, concordado con el Decreto 717 de 1978, toda vez que cuenta con la totalidad del tiempo de servicios prestados al sector público, y la ampara además la especialidad de la norma y el principio de favorabilidad en materia laboral.  

6.2. De la aplicación integral del Decreto 546 de 1971.

En armonía con lo antes expuesto, no existe discusión en que a la situación de la actora, en su calidad de beneficiaria del régimen de transición pensional, debe aplicarse en su integridad el régimen especial previsto en el Decreto 546 de 1971 para empleados de la Rama Judicial y el Ministerio Publico, a efectos de liquidar su pensión de jubilación.   

En este punto, la entidad demandada señaló, que los requisitos distintos a la edad, el tiempo de servicios y el monto de la pensión, se tendrían que regir por las disposiciones de la Ley 100 de 1993, lo que en otras palabras significaría que el Ingreso Base de Liquidación y los factores salariales que lo conforman, son los que contempla el Sistema General de Seguridad Social en Pensiones.   

Para esta Corporación, en la medida en que se encuentra demostrado que la demandante es beneficiaria del régimen de transición, se le debe garantizar la aplicación integral del régimen prestacional previsto para los empleados y funcionarios de la Rama Judicial y el Ministerio Público antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, esto es el establecido en el Decreto 546 de 1971, concordado con el Decreto 717 de 1978. 

Al respecto, la Sección Segunda del Consejo de Estado en fallos del doce (12) de septiembre de dos mil catorce (2014) expediente No. 1434-14, y el de 27 de enero de 2011 expediente No. 0287-10, señaló que dicha Corporación “ha determinado en la aplicación del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, como regla invariable, la indemnidad de los regímenes de transición, es decir, que un régimen de transición debe ser aplicado en forma integral”,
 puesto que, entre otras razones, “Aplicar dos normas legales diferentes para efectos del reconocimiento y liquidación de una misma pensión implicaría la violación del principio de “inescindibilidad de la ley” que prohíbe la aplicación parcial de las normas legales.
”

Así las cosas, no pueden ser acogidos los argumentos de COLPENSIONES para aplicar la Ley 100 de 1993 respecto de la determinación del Ingreso Base de Liquidación, como tampoco para efectos de determinar los factores salariales que lo constituyen, puesto que, como se dijo antes, el régimen de transición que ampara a la pensionada garantiza la aplicación integral del Decreto 546 de 1971. 
De otra parte, es necesario dejar en claro que en la sentencia C-258 de 2013, la Corte Constitucional se pronunció sobre la exequibilidad del artículo 17 de la Ley 4 de 1992, que rige el régimen pensional de Congresistas y Magistrados de Altas Cortes.

En dicha providencia, la Alta Corporación efectuó un estudio entre otros aspectos, respecto de los factores salariales e ingreso base de liquidación, resaltando que la aplicación de las decisiones contenidas en la sentencia, estaría restringida a las pensiones que tengan origen en la Ley 4 de 1992.

Sin embargo, la Corte Constitucional en la sentencia SU-230 de 2015, estableció lo siguiente:

“La sentencia C-258 de 2013 fijó una interpretación en abstracto del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 en el sentido de establecer que el ingreso base de liquidación IBL no es un aspecto de la transición y, por tanto, son las reglas contenidas en aquél régimen general, las que deben observarse para determinar el monto pensional con independencia del régimen especial al que se pertenezca. De otro lado, resaltó que mediante auto A-326 de 2014, por el cual se resolvió la solicitud de nulidad de la sentencia T-078 del mismo año, la Sala reafirmó la interpretación sobre el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 establecida en el referido fallo C-258 de 2013, en el que por primera vez la Sala analizó el IBL, en el sentido en que, el modo de promediar la base de liquidación no puede ser la estipulada en la legislación anterior, en razón a que el régimen de transición solo comprende los conceptos de edad, monto y semanas de cotización y excluye el promedio de liquidación.”

No obstante lo anterior, el Órgano Vértice de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo en la sentencia de unificación de 12 de septiembre de 2014, al referirse sobre la aplicabilidad de la sentencia C-258 de 2013, al régimen establecido para la Rama Judicial del Poder Público, sentó varios criterios de interpretación que ameritan ser acogidos por este Tribunal, así:

“No ocurre lo mismo con los Magistrados de las Altas Corporaciones, que tengan regulada su situación pensional por lo dispuesto en el Decreto 546 de 1971; concretamente, aquellos que al amparo del régimen de transición, se rijan por sus disposiciones, pues en razón a que este Decreto, lógicamente no es reglamentario de la Ley 4ª de1992, es dable inferir, que a estos servidores judiciales, de ninguna manera, pueden aplicársele las aludidas restricciones establecidas por la Corte Constitucional en la Sentencia C-258 de 2013, pues esta decisión, encuentra restringido su objeto sólo a las pensiones congresionales con origen en la Ley 4ª de 1992 -artículo 17- y por extensión legal, a las pensiones de los Magistrados de las Altas Cortes de Justicia, según el Decreto 104 de 1994 -artículo 28-.

(…)
A lo que debe agregarse, que esta Corporación jurisprudencialmente ha determinado en la aplicación del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, como regla invariable, la indemnidad de los regímenes de transición, es decir, que un régimen de transición debe ser aplicado en forma integral; de  manera, que los topes fijados en la Sentencia C-258 de 2013, en los casos de quienes encuentran regida su situación pensional por el Decreto 546 de 1971, no son aplicables, porque en efecto, son contrarios a la jurisprudencia estable y vinculante del Consejo de Estado (artículos 228 y 230 de la Carta Política
 y 102 y 269 de la Ley 1437 de 2011
) y evidentemente a la propia Sentencia C-258 de 2013 de la Corte Constitucional, que valga la pena resaltar, como regla jurídica de obligado acatamiento en materia de constitucionalidad, contiene en sí misma una circunstancia antinómica, que amerita un ejercicio interpretativo para facilitar su aplicación, en orden al principio de coherencia de todo el sistema jurídico sobre el que expande sus efectos.

(…)

De manera, que la forma como la Sentencia C-258 de 2013 ya citada, en la ratio decidendi del pronunciamiento, excluyó de su objeto a los regímenes especiales, entre ellos, el contemplado por el Decreto 546 de 1971, para luego en forma discordante, cobijarlo en el decisum, respecto a un elemento sustancial del mismo régimen; configura una contradicción, que debe ser interpretada por el fallador, en este caso, el Consejo de Estado, pues no es posible que el propio fallo guardián de constitucionalidad, en su ratio exprese una esfera de afectación de la decisión y al mismo tiempo, al consumar esa decisión, se contradiga desbordando la ratio expresada.  Con este argumento, la Sala entiende, que el acatamiento de la Sentencia C-258 de 2013, supone reconocer su relevancia e interpretar sus efectos en el mundo de lo jurídico, indicando un juicio de interpretación, que se procederá a discernir”.

Del amplio análisis abordado por el H. Consejo de Estado, la Sala resalta que sus consideraciones fueron efectuadas en el marco del Régimen de Transición contemplado a los funcionarios de la Rama Judicial, por lo que la sentencia es plenamente aplicable al sub lite. 

Entonces, a partir de los razonamientos precedentes, y enfatizando en el criterio orientador consignado en el precedente vertical emanado por el Órgano Vértice de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, en la resolución del caso concreto esta Corporación se abstendrá de resolver el asunto con base en la sentencia C- 258 de 2013, por no resultar aplicable al asunto ventilado ante esta jurisdicción, en virtud de la integralidad del régimen de transición que gobierna la situación del demandante.

No sobra resaltar que en virtud del principio de favorabilidad, entendido como el principio de conservación de la norma más favorable y la condición más beneficiosa en el ámbito laboral, que hace parte de los principios fundamentales del derecho del trabajo (art. 53 C.P.), se establece que una nueva norma de carácter laboral o pensional no puede disminuir las condiciones favorables existentes y concretadas al abrigo de un ordenamiento anterior, las que, en la medida en que benefician al trabajador, deben ser reconocidas y respetadas por las Leyes posteriores.
En el mismo sentido, el H. Consejo de Estado ha señalado que: 

“Aquellas personas que cumplen las condiciones para eventualmente beneficiarse de un régimen de transición pueden confiar legítimamente en que dicho régimen sea conservado para regular los diversos aspectos de su situación particular, incluso si todavía no han cumplido las condiciones para acceder a la pensión misma, pues si en general es problemática constitucionalmente cualquier modificación regresiva de las regulaciones pensionales por virtud del principio de progresividad, con mayor razón son cuestionables constitucionalmente las modificaciones abruptas a un status legalmente reconocido, en desmedro de las razones sustanciales que justifican la configuración de un régimen de transición.”

Bajo estos parámetros, la liquidación de la pensión de jubilación de la actora debe efectuarse según lo dispuesto en el artículo 6 del Decreto 546 de 1971
, el cual establece que el IBL deberá estar conformado por todos los factores salariales que integren la asignación más elevada que hubiera devengado el funcionario o empleado durante el último año de servicios.  

Por todo lo anterior, la respuesta al problema jurídico planteado es positiva, toda vez que resulta procedente la reliquidación de la pensión de jubilación con fundamento en el Régimen Pensional Especial de la Rama Judicial, contenido en el Decreto 546 de 1971, al amparo de la aplicación integral del régimen de transición pensional.

Es así como no tienen vocación de prosperidad las excepciones de fondo planteadas por la demandada, pues si le asiste la obligación a COLPENSIONES de reconocerle a la actora la pensión de jubilación en aplicación del Decreto 546 de 1971. 

Finalmente, si bien es cierto que con posterioridad al Acto Legislativo 01 de 2005
, no es posible liquidar el derecho pensional sobre factores respecto de los cuales no se hayan efectuado los respectivos aportes, se puede habilitar a la entidad demandada para que deduzca del valor resultante de la re liquidación lo correspondiente a los aportes que dejaron de efectuarse en el porcentaje del trabajador, pues la falta de cotización sobre factores constitutivos de salario no es una omisión que pueda atribuirse a la pensionada, como ya lo ha definido este Tribunal en asuntos similares
, en garantía de los mínimos establecidos en el artículo 53 constitucional.

7. La nulidad de los actos cuestionados y la liquidación pensional

La Sala concluye que las anteriores consideraciones son fundamento suficiente para declarar la nulidad de los actos administrativos cuestionados, bajo la causal concreta de que los mismos no se fundaron en las normas en que debían fundarse. Por lo anterior, se resolverá declarar lo siguiente: 

· La nulidad parcial de la Resolución No. 1520 del 20 de mayo de 2008, mediante la cual la demandada reconoció la pensión sin el reconocimiento del régimen especial de la Rama Judicial, y sin tener en cuenta la totalidad de los factores salariales demandados. 

· La nulidad de la Resolución No. 288 de 2010, por medio de la cual se resolvió el recurso de apelación interpuesto contra la Resolución No. 1520 del 20 de mayo de 2008.

· La Nulidad parcial de la Resolución No. 2928 de octubre 25 de 2011, emanada del Instituto de Seguros Sociales Seccional del Cauca, con la cual se re liquidó la pensión de jubilación de la actora, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 33 de 1985. 

En consecuencia, se ordenará a COLPENSIONES que efectúe la reliquidación pensional del actor de conformidad con el Decreto 546 de 1971, en concordancia con el Decreto 717 de 1978. 

Con respecto al punto de los factores salariales, la Sección Segunda del Consejo de Estado en sentencia del veintiuno (21) de noviembre de dos mil trece (2013), proferida dentro del expediente con radicado interno No. 0815-13, dispuso lo siguiente:
“En cuanto a la escala de remuneración de los empleados de la Rama Jurisdiccional y el Ministerio Público, ésta ha sido fijada en el Decreto 717 de 1978, artículo 12, que establece que, además de la asignación básica mensual fijada por la ley para cada empleo, constituyen factores de salario todas las sumas que habitual y periódicamente recibe el funcionario o empleado como retribución de sus servicios, con el siguiente tenor literal:

"Además de la asignación básica mensual fijada por la ley para cada empleo, constituyen factores de salario todas las sumas que habitual y periódicamente reciba el funcionario o empleado como retribución por sus servicios.

Son factores de salario:

a) Los gastos de representación;

b) La prima de antigüedad;

c) El auxilio de transporte,

d) La prima de capacitación;

e) La prima ascensional; 

f) La prima semestral;  

g) Los viáticos percibidos por los funcionarios y empleados en comisión en desarrollo de comisiones de servicio.".

En este orden de ideas, para efectos de determinar la base de la pensión de jubilación en el régimen salarial de los funcionarios y empleados de la Rama Jurisdiccional y del Ministerio Público se debe tener en cuenta la asignación más elevada devengada durante el último año de servicio (artículo 6 del Decreto 546 de 1971), incluyendo la asignación básica mensual fijada por la ley para el empleo y todas las sumas que habitual y periódicamente reciba el funcionario o empleado como retribución de sus servicios. -Artículo 12 del Decreto 717 de 1978-.” 
Como puede observarse, el artículo 12 del Decreto 717 de 1978, además de consagrar algunos factores salariales de los empleados de la Rama Judicial y del Ministerio Público, señala que constituyen salario todas las sumas que habitual y periódicamente reciba el funcionario o empleado como retribución por sus servicios, lo que significa que la lista de factores no es taxativa sino enunciativa.

Al respecto, la Sección Segunda del Consejo de Estado en sentencia de septiembre veintiséis (26) de dos mil doce (2012), dentro del radicado interno 0710-12, consideró que “El mencionado decreto señala algunos factores de salario, no obstante, debe tenerse en cuenta que también consagra una regla general: además de la asignación mensual fijada por la ley para cada empleo, constituyen factores de salario todas las sumas que habitual y periódicamente recibe el funcionario o empleado como retribución de sus servicios.”

8. No existe prescripción de mesadas pensionales.

La prescripción se rige conforme a lo dispuesto en los artículos 41 del Decreto 3135 de 1968 y 102 del Decreto 1848 de 1969, que establecen un término de tres años a partir de que la obligación se hace exigible para reclamar su reconocimiento inicialmente ante la administración y posteriormente en sede judicial, la reclamación ante la administración la interrumpe por otro periodo igual, es decir que se inicia nuevamente a contar los tres años.

Siendo que el derecho pensional fue reconocido mediante la Resolución No. 1520 del 20 de mayo de 2008, pero cuyo pago efectivo se condicionó al retiro definitivo del servicio, el cual se hizo sólo a partir del 04 de enero de 2010, y la petición de reliquidación se hizo el 09 de marzo de 2011, no transcurrieron tres años desde esta última fecha hasta la presentación de la demanda el día 23 de octubre de 2013, razón por la cual, no hay lugar a declarar la prescripción de derechos de que tratan las normas reseñadas.
9. Del Restablecimiento del derecho 

Así las cosas, se ordenará el restablecimiento del derecho, el cual consistirá en ordenar a COLPENSIONES que re liquide la pensión de jubilación de la señora Amparo Plaza Muñoz, de conformidad con los Decretos 546 de 1971 y 717 de 1978, esto es, con el 75 % de la asignación mensual más elevada devengada en el último año de servicio, comprendido entre el 03 de enero de 2009 y el 03 de enero de 2010, y teniendo en cuenta las doceavas partes de los demás factores salariales devengados, a saber, la doceava de los gastos por representación – que es uno de los factores salariales enunciados en el artículo 12 del Decreto 717 de 1978-, la doceava de la prima de navidad, la doceava de la prima de servicios, la doceava de la prima vacacional, la doceava de la bonificación por servicios, la doceava de la bonificación por actividad judicial, y la doceava del factor Decreto 1251 de 2009.   

En cuanto al reconocimiento del 100% de la bonificación de servicios, pretendido por el demandante, se precisa que el mismo no procede, de conformidad con lo expuesto por el Consejo de Estado, Sección Segunda, en sentencia del 27 de febrero de 2014, dentro del expediente con radicado interno No. 1896-13, donde señaló que: “La estimación de la bonificación por servicios al momento del cálculo de la pensión debe hacerse en una doceava parte y no sobre el 100% del valor percibido por ese concepto en consideración a que su pago se hace de manera anual y la mesada pensional se calcula con la proporción mensual de “todos los factores salariales devengados en el último año.”
En similar sentido, el Consejo de Estado definió que la bonificación por actividad judicial, reconocida como factor salarial desde el 1º de enero de 2009, se calcula en una doceava parte y no por el 100%.
  

Sobre las vacaciones, el CONSEJO DE ESTADO, SECCION SEGUNDA, en sentencia de siete (7) de marzo de dos mil trece (2013). Expediente: 25000-23-25-000-2011-00196-01(2263-11), Consejero Ponente: LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO, señaló: “se trata de la compensación en dinero por las vacaciones no disfrutadas por el empleado dentro del periodo o periodos correspondientes, pero en momento alguno constituye factor de salario,  sino que es una retribución que “reemplaza” el tiempo de descanso que concede la ley, a causa del no disfrute del mismo, razón por la cual no hay lugar a tenerla en cuenta para liquidar la pensión del actor”.

De otro lado, se ordenará a COLPENSIONES, reconocer y pagar al demandante desde el 04 de enero de 2010, la diferencia que resulte entre el valor cancelado por concepto de pensión de jubilación y lo que ha debido pagar una vez reliquidado el monto de la pensión e incrementado anualmente su valor. 

El monto de la condena que resulte se ajustará, mes por mes, en los términos del artículo 192 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, acudiendo para ello a la siguiente fórmula:

R = R.H.   índice final

              índice inicial

En donde el valor presente (R) se determina multiplicando el valor histórico (Rh), que es lo dejado de percibir por el demandante por concepto de mesada pensional, por el guarismo que resulta de dividir el índice final de precios al consumidor certificado por el DANE vigente a la fecha de ejecutoria de esta sentencia, por el índice inicial vigente para la fecha en que debieron efectuarse cada uno de los pagos.

Por tratarse de pagos de tracto sucesivo la fórmula se aplicará separadamente, mes por mes, empezando por la primera mesada pensional a reajustar, teniendo en cuenta que el índice inicial es el vigente al momento de la causación de cada una de ellas.

10. Costas 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011, dentro de la sentencia el Juez deberá pronunciarse sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código General del Proceso. 

En razón a que dentro del sublite se accederá a las pretensiones de la demanda, la entidad demandada deberá reconocer agencias en derecho a favor de la parte demandante, conforme a lo dispuesto en el Acuerdo No. 1887 de 2003, expedido por el Consejo Superior de la Judicatura. 

Así las cosas, se condenará a la parte demandada, a reconocer la suma del cero punto cinco por ciento (0.5%) de las pretensiones reconocidas en la presente sentencia. 

III. DECISION

En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CAUCA, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

F A L L A

PRIMERO: DECLARAR La nulidad parcial de la Resolución No. 1520 del 20 de mayo de 2008, mediante la cual la demandada reconoció la pensión sin el reconocimiento del régimen especial de la Rama Judicial, y sin tener en cuenta la totalidad de los factores salariales demandados; La nulidad de la Resolución No. 288 de 2010, por medio de la cual se resolvió el recurso de apelación interpuesto contra la Resolución No. 1520 del 20 de mayo de 2008; y la nulidad parcial de la Resolución No. 2928 de octubre 25 de 2011, emanada del Instituto de Seguros Sociales Seccional del Cauca, con la cual se re liquidó la pensión de jubilación de la actora, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 33 de 1985, conforme a las consideraciones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, y a título de restablecimiento del derecho, ORDENAR a COLPENSIONES que re liquide la pensión de jubilación de la señora Amparo Plaza Muñoz, de conformidad con los Decretos 546 de 1971 y 717 de 1978, esto es, con el 75 % de la asignación mensual más elevada devengada en el último año de servicio, comprendido entre el 03 de enero de 2009 y el 03 de enero de 2010, y teniendo en cuenta las doceavas partes de los demás factores salariales devengados, a saber: La doceava de los gastos por representación, la doceava de la prima de navidad, la doceava de la prima de servicios, la doceava de la prima vacacional, la doceava de la bonificación por servicios, la doceava de la bonificación por actividad judicial, y la doceava del factor Decreto 1251 de 2009.    

TERCERO: ORDENAR a COLPENSIONES que reconozca y pague al demandante desde el 04 de enero de 2010, la diferencia que resulte entre el valor cancelado por concepto de pensión de jubilación y lo que ha debido pagar una vez re liquidado el monto de la pensión e incrementado anualmente su valor.
CUARTO: Se habilita a COLPENSIONES para que en caso de ser procedente, deduzca del valor resultante de la re liquidación pensional, lo correspondiente a los aportes que dejaron de efectuarse para la pensión en el porcentaje del trabajador. 
QUINTO: Las sumas de la condena impuesta a la entidad demandada en la presente sentencia, se actualizarán aplicando para ello la fórmula indicada en la parte motiva de esta providencia. 

SEXTO: No hay prescripción de mesadas a re liquidar. 
SÉPTIMO: NEGAR las demás pretensiones de la demanda, de conformidad con los motivos expuestos en esta sentencia.

OCTAVO: CONDENAR en costas a la parte demandada, conforme a lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia. Liquídense por Secretaría las costas del proceso. 

NOVENO: Se dará cumplimiento a esta Sentencia en los términos del artículo 192 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

COPIESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE.

Se hace constar que el proyecto de sentencia fue considerado y aprobado por la Sala, en sesión de la fecha.

Los Magistrados,

CARLOS H. JARAMILLO DELGADO    NAUN MIRAWAL MUÑOZ MUÑOZ

DAVID FERNANDO RAMIREZ FAJARDO
Con impedimento 
� De conformidad con la sentencia C- 831 de 2001, Sentencia SU918/13, la Corte Constitucional puede fijar precedentes constitucionales a través de la ratio decidendi de sus sentencias de control de constitucionalidad o de revisión de tutela.


� Corte Constitucional. Sentencia C-228 de 2011.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de unificación  Sección Segunda, Radicación número: 25000-23-42-000-2013-00632-01(1434-14).


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda – Subsección B. Sentencia de 27 de enero de 2011. Rad. 25000-23-25-000-2007-00890-01(0287-10)


� Constitución Política. Artículo 228.  “La Administración de Justicia es función pública.  Sus decisiones son independientes.  Las actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho sustancial.  Los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado.  Su funcionamiento será desconcentrado y autónomo”.


Constitución Política. Artículo 230.  “Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley. // La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son criterios auxiliares de la actividad judicial”. 





� Ley 1437 de 2011.  Artículo 102.  “Las autoridades deberán extender los efectos de una sentencia de unificación jurisprudencial dictada por el Consejo de Estado, en la que se haya reconocido un derecho, a quienes lo soliciten y acrediten los mismo supuestos fácticos y jurídicos.  (…)”.  


Ley 1437 de 2011.  Artículo 269.  “Si se niega la extensión de los efectos de una sentencia de unificación o la autoridad hubiere guardo silencio en los términos del artículo 102 de este Código, el interesado podrá acudir ante el Consejo de Estado mediante escrito razonado, al que acompañará la copia de la actuación surtida ante la autoridad competente. (…)”.





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de unificación  Sección Segunda , Radicación número: 25000-23-42-000-2013-00632-01(1434-14).


� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN SEGUNDA, Consejero ponente: GUSTAVO EDUARDO GOMEZ ARANGUREN, cuatro (4) de agosto de dos mil  diez (2010).- Radicación número: 25000-23-25-000-2004-06145-01(2533-07)


� ARTÍCULO 6o. Los funcionarios y empleados a que se refiere este Decreto, tendrán derecho al llegar a los 55 años de edad, si son hombres y de 50, si son mujeres, y cumplir 20 años de servicio continuos o discontinuos, anteriores o posteriores a la vigencia de este Decreto, de los cuales por lo menos 10 lo hayan sido exclusivamente a la Rama Jurisdiccional o al Ministerio Público, o a ambas actividades, a una pensión ordinaria vitalicia de jubilación equivalente al 75% de la asignación mensual más elevada que hubiere devengado en el último año de servicio en las actividades citadas.





� "Para la liquidación de las pensiones sólo se tendrán en cuenta los factores sobre los cuales cada persona hubiere efectuado las cotizaciones. Ninguna pensión podrá ser inferior al salario mínimo legal mensual vigente. Sin embargo, la ley podrá determinar los casos en que se puedan conceder beneficios económicos periódicos inferiores al salario mínimo, a personas de escasos recursos que no cumplan con las condiciones requeridas para tener derecho a una pensión". Acto Legislativo No. 01 de 2005. 


� Sentencia TA-DES002 -ORD. 014-2014 del catorce (14) de febrero de dos mil catorce (2014), TRIBUNAL ONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL CAUCA, Magistrado Ponente: NAUN MIRAWAL MUÑOZ MUÑOZ, Expediente: 19001-33-31-008-2012-00178-01, Demandante: MARIO ERNESTO NARVAEZ PIZO, Demandado: UNIVERSIDAD DEL CAUCA y OTRO. 





� Consejo de Estado, Sección Segunda, Sentencia 17001233100020100040501 (189613), feb. 27/14, M. P. Bertha Lucía Ramírez.
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